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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Se observará en este informe, que se refiere a la normativa publicada en los meses de febrero a abril de 2014, que las novedades legislativas han sido pocas y escasamente relevantes. Excepto la nueva ley de ordenación y uso del suelo de las Islas Baleares y una ley sobre proyectos estratégicos de la región de Murcia, el resto de la normativa autonómica son decretos de desarrollo de normas de vivienda, rehabilitación o eficiencia energética. De hecho, el Estado no ha dictado ninguna norma de interés sobre urbanismo y ordenación del territorio.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

C) GALICIA

- Decreto 18/2014, de 13 de febrero, por el que se determinan los aspectos básicos de los programas autonómicos de rehabilitación de viviendas y se dan directrices para el desarrollo del Plan estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016, en el ámbito de la comunidad Autónoma de Galicia. (DOG núm. 38, de 25 de febrero). 

En la misma línea que ya viene siendo costumbre en la legislación estatal y autonómica, la C. A. gallega dicta este decreto cuyo objeto es la regulación de los aspectos fundamentales de los programas autonómicos de rehabilitación de viviendas, en desarrollo de la Ley 8/2012, de vivienda de Galicia. También fija las bases para la gestión en Galicia del Plan estatal de vivienda 2013-2016.

En lo relativo a la rehabilitación de viviendas, resulta destacable la definición de unidad de convivencia, entendida como el conjunto de las personas que habitan y disfrutan de una vivienda de forma habitual y permanente y convocación de estabilidad, “con independencia de la relación que exista entre todas ellas”, bien entendido que una persona no puede figurar como miembro de más de una unidad de convivencia y que la separación temporal motivada por razones de estudios, trabajo, tratamiento médico u otras causas semejantes debidamente justificadas no rompe la convivencia. La unidad de convivencia puede estar compuesta por más de una unidad familiar de las contempladas en la normativa del IRPF.

Son actuaciones protegibles las obras de rehabilitación que se realicen en viviendas unifamiliares en el medio rural y en viviendas o edificios en el ámbito de un área de rehabilitación declarada, así como las promociones de vivienda que estén, o hayan estado, acogidas al régimen de promoción pública, y las actuaciones de rehabilitación de carácter aislado acogidas al Plan estatal 2013-2016.

Para su calificación como tales, las obras de rehabilitación deben comprenden obras de adecuación estructural y de seguridad, de conservación de los edificios, de mejora de la calidad y sostenibilidad o de adecuación de las viviendas y sus accesos a la normativa vigente de accesibilidad.

Los promotores de las actuaciones protegidas de rehabilitación son las personas físicas o jurídicas que posean un derecho real sobre el inmueble que les permita acometer las actuaciones de rehabilitación o los inquilinos autorizados por el propietario y, en caso de intervenciones en elementos comunes, quien represente a la comunidad de propietarios.

No cabe destinar las actuaciones de rehabilitación a segundas residencias, deben tratarse del domicilio habitual y permanente del promotor o del inquilino.

Respecto a las áreas de rehabilitación integral se declararán por resolución de la Presidencia del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, a petición de los ayuntamientos interesados en que se declare un área en su territorio o de oficio por el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo cuando el área comprenda más de un ayuntamiento y motivos de interés arquitectónico, cultural o social así lo aconsejen.

Pueden ser de tres clases:

a) Áreas de rehabilitación integral generales, cuando no pertenecen a ninguna de las categorías siguientes, cuyo ámbito delimitado contenga un mínimo 50 viviendas.

b) Áreas de rehabilitación de conjuntos históricos, son aquellas que su ámbito debe tener declaración de bien de interés cultural, contar con un plan especial de protección y tener un mínimo 50 viviendas.

c) Áreas de rehabilitación rurales, declaradas en ayuntamientos inferiores a 5.000 habitantes y cuya configuración sea predominantemente rural, con al menos 20 viviendas.

Estos límites mínimos de viviendas pueden ser modificados por orden del Consejero de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras, “siempre que las características del ámbito a delimitar así lo justifiquen debido a las características tipológicas de las edificaciones que conforman el ámbito, al interés arquitectónico específico del conjunto, al grado de deterioro de las edificaciones unido a bajos niveles de renta de los titulares de las viviendas o a la extensión del ámbito catalogado por el planeamiento”.

A los efectos de la gestión por parte de la Comunidad Autónoma de Galicia del Plan estatal de vivienda 2013-2016, se considerarán actuaciones protegidas en materia de rehabilitación las que se realicen al amparo de los Programas de fomento de la rehabilitación edificatoria, de fomento de la regeneración y renovación urbanas, de apoyo a la implantación del informe de evaluación de los edificios y para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas. También faculta para convocar el programa de ayuda al alquiler de vivienda.

A diferencia del Plan Estatal de vivienda 2013-2016, el decreto gallego prevé normas transitorias para los expedientes calificados al amparo de la normativa anterior.

- Ley 3/2014, de 24 de abril, del Consejo Consultivo de Galicia. (DOG núm. 80, de 28 de abril). 

De esta ley únicamente merece destacar que entre sus competencias se encuentra la de emitir, con carácter facultativo, dictamen en los supuestos de modificación de los instrumentos de planeamiento urbanístico regulados por ley, cuando tuvieran por objeto una diferente zonificación en el uso urbanístico del suelo rústico especial, en los espacios libres y las zonas verdes destinados a dominio público del plan, en la misma línea que otras legislaciones autonómicas.

D) ANDALUCÍA

- Decreto 36/2014, de 11 de febrero, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo. (BOJA núm. 35, de 20 de febrero). 

El decreto dispone hasta seis órganos competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, a los que va atribuyendo las competencias de una forma enunciativa, bastantes exhaustiva, distinguiendo según se trate del Consejo de Gobierno, de la persona titular de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, la persona titular de la Secretaría General de Ordenación del Territorio y Cambio Climático, la persona titular de la Dirección General de Urbanismo, las Comisiones Territoriales de Ordenación del Territorio y Urbanismo y las personas titulares de las Delegaciones Territoriales de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente.

También son órganos competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo las Comisiones Provinciales de Coordinación Urbanística, como órganos de coordinación, y el Consejo Andaluz de Ordenación del Territorio y Urbanismo, de carácter consultivo y de participación.

Pero lo que, a mi juicio, es más importantes de este decreto son las disposiciones adicionales que suponen un desarrollo reglamentario de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. En concreto, la D. A. primera regula la solicitud de informes, dictámenes y otros pronunciamientos al planeamiento urbanístico general, el plazo máximo para su emisión de 3 meses desde la fecha de recepción de la documentación completa.

La D. A. 2ª prevé el plazo de 3 meses para emitir el informe de incidencia territorial, en el caso de instrumentos de planeamiento general y sus innovaciones que afecten a la ordenación estructural.

La D. A. 7ª, establece también el plazo máximo de 3 meses, después de la aprobación inicial, para la emisión del informe previo de valoración ambiental. Concluida la información pública, se remitirán las alegaciones y sugerencias respecto del Estudio de Impacto Ambiental para s consideración en el trámite de emisión del informe de valoración ambiental. El plazo para la emisión del informe de valoración ambiental será de un mes y 15 días desde la aprobación provisional. La D. A. 8ª dispone cuales son los órganos competentes para la evaluación ambiental en el planeamiento urbanístico.

Igualmente, se aprovecha para modificar otros decretos autonómicos:

1. Decreto 11/2008, de 22 de enero, por el que se desarrollan procedimientos dirigidos a poner suelo urbanizado en el mercado con destino preferente a la construcción de viviendas protegidas, en cuanto a las modificaciones de los instrumentos de planeamiento para introducir la reserva de vivienda. 

2. Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de edificaciones y asentamientos existentes en suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía, en lo relativo a la identificación de las edificaciones aisladas.

Hay que recordar que el primitivo artículo 4 del decreto exigía para esta identificación la previa delimitación por el Plan General de Ordenación Urbanística de todos los asentamientos urbanísticos existentes en el suelo no urbanizable del municipio, y de los asentamientos que pudieran ser objeto de calificación como ámbitos del Hábitat Rural Diseminado; y que, en ausencia de Plan General, o si éste no contuviera la delimitación de los asentamientos, el Ayuntamiento debía elaborar un Avance de planeamiento para su identificación, con el carácter de Ordenanza Municipal.

Ahora se añade que en los casos en los que no sea necesaria la tramitación del Avance, por estar delimitados por el PG o por no existir asentamientos en suelo no urbanizable, el Pleno municipal debe acordar expresamente la innecesariedad de dicho Avance, previo informe de los servicios técnicos municipales y de la Consejería competente en materia de urbanismo, que deberá emitirlo en el plazo de un mes.

Para la emisión de éste último informe, será suficiente la solicitud de la persona titular de la alcaldía indicando la intención de la Corporación de adoptar acuerdo de innecesariedad del Avance, acompañada del informe de los servicios técnicos municipales.

Este acuerdo será requisito necesario para la tramitación de procedimientos de reconocimiento de situaciones de asimilado al régimen de fuera de ordenación de las edificaciones aisladas y deberá publicarse en el BOP para general conocimiento.

3. Decreto 1552/1998, de 21 de julio, por el que se regula el Reglamento de Vías Pecuarias de la C. A. de Andalucía. La nueva redacción del artículo 39 faculta para que el planeamiento clasifique las vías pecuarias no solo como suelo no urbanizable de especial protección, sino que también podrán integrase en el sistema general de espacios libres del municipio con la clasificación que corresponda, manteniendo la C. A. su titularidad. En este último caso, la superficie ocupada por la vía pecuaria no computará a efectos del cálculo del estándar de espacios libres. El planeamiento deberá contener para estos suelos una regulación de usos específica acorde con su condición de vía pecuaria.

4. También se introducen modificaciones en los Decretos 189/2002, que aprueba el Plan de prevención de avenidas e inundaciones en cauces urbanos andaluces y el Decreto 95/2001, que aprueba el Reglamento de Policía Sanitaria Mortuoria, sobre condiciones de emplazamiento de los cementerios.

- Decreto-Ley 1/2014, de 18 de marzo, por el que se regula el programa de Impulso a la construcción Sostenible en Andalucía y se efectúa la convocatoria de incentivos para 2014 y 2015. (BOJA núm. 3585, de 26 de marzo, convalidado BOJA núm. 78, de 24 de abril) 

Curiosamente, pese a la saturación del mercado inmobiliario y en aras de una reactivación de la economía andaluza, “incidiendo en una reorientación de nuestro modelo productivo hacia estructuras más productivas, más sostenibles y, sobre todo, con más capacidad para generar empleo …, mediante el favorecimiento de las inversiones empresariales y la simplificación de trámites administrativos”, la pretensión de este decreto ley no es otra que la inmediata puesta en marcha de ayudas que dinamicen el sector de la construcción, al tiempo que “contribuyan al ahorro y eficiencia energética de los edificio, con el consiguiente efecto sobre la factura energética de los hogares y las empresas, y al cumplimiento de los objetivos energéticos de la Unión Europea”. Todo ello con la finalidad última de crear empleo.

El Programa de Impulso a la Construcción Sostenible en Andalucía está integrado por tres líneas de actuación: 

a) Incentivos dirigidos a la promoción de actuaciones que favorezcan el ahorro energético y el aprovechamiento de las energías renovables, mediante la ejecución de obras de rehabilitación, reforma, adecuación al uso e instalaciones eficientes. Estas actuaciones deben encuadrarse en alguna de las siguientes, que luego se desarrollan con mayor detallen en los Anexos I y II del decreto:

1. obras de adecuación energética de los edificios.

2. instalaciones energéticamente eficientes en la edificación e infraestructuras, eléctricas o térmicas.

Para que sean incentivables deben ejecutarse en la forma y plazos establecidos en el decreto ley, a partir de la fecha de entrada en vigor del mismo y antes del 30 de junio de 2015.

No son incentivables las obras de edificación de nueva construcción, el informe de evaluación técnica de los edificios, los intereses deudores de cuentas bancarias, intereses, recargos y sanciones administrativas o penales y gastos de procedimientos judiciales.

Se financian con cargo a los fondos FEDER y la distribución de los mismos se realizan en función del peso poblacional de cada una de las provincias andaluzas

En este programa pueden intervenir empresas colaboradoras. El Decreto Ley impone obligaciones tanto a estas empresas colaboradoras como a las personas o entidades beneficiarias.

b) Incentivos para facilitar el acceso de las pymes ligadas a la construcción sostenible a la financiación.

c) Constitución de la Mesa de la Construcción y Rehabilitación Sostenible, como un foro de participación para la definición de un nuevo modelo de construcción y rehabilitación. El decreto ley define a la mesa como un órgano colegiado de participación y cooperación entre la Administración de la Junta de Andalucía y los agentes económicos y sociales, las entidades representativas de los sectores de la construcción, del sector energético y de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), del sector financiero, expertos y organizaciones sociales.

- Decreto-ley 5/2014, de 22 de abril, de medidas normativas para reducir las trabas administrativas para las empresas. (BOJA núm. 82, de 30 de abril). 

El objeto de este decreto ley es, entre otros, el de establecer un conjunto de medidas destinadas a mejorar la regulación de las actividades económicas y simplificar los procedimientos de autorización que afectan a las mismas actividades económicas, dando cumplimiento al principio de reserva de ley. A tal efecto, indica expresamente las actividades para las que resulta necesaria la exigencia de una autorización al estar justificada, por al menos una razón imperiosa de interés general. También sustituye, en un grupo de procedimientos administrativos que afectan a actividades económicas, el régimen de autorización por los instrumentos de declaración responsable, comunicación o libre acceso.

Por estas razones, modifica diversos textos legales, siendo la más sustancial de las modificaciones la de la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y actividades Recreativas de Andalucía, no tanto por el contenido como por el número de artículos afectados. En realidad, los cambios viene referidos al uso de la expresión “medios de intervención administrativa” en lugar de “licencias” para dar cabida a las declaraciones responsables y a las comunicaciones previas.

Finalmente, hay que mencionar, por la publicidad mediática que tuvo, el Decreto de la Presidenta 1/2014, de 10 de abril, por el que se modificó el artículo 4 del Decreto de la presidenta 4/2013, de 9 de septiembre, de la Vicepresidencia y sobre reestructuración de Consejerías, que atribuye a la Consejería de Hacienda y Administración Pública, además de las que ya tenía atribuidas, las competencias y funciones relativas a la adjudicación de viviendas protegidas de titularidad autonómica en los supuestos previstos en el artículo 12, apartados 5 y 13, del Decreto 149/2006, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Vivienda Protegida de Andalucía (BOJA núm. 71, de 11 de abril), decreto que fue derogado al día siguiente por otro Decreto de la Presidenta 2/2014 (BOJA Ext. núm. 1, de 12 de abril),

J) ARAGÓN

- Decreto 16/2014, de 4 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales y extraordinarias. (BOA núm. 30, de 12 de febrero).

Entró en vigor al día siguiente de su publicación en el BOA (D. F. 2ª), no es de aplicación a los procedimientos ya iniciados antes de su entrada en vigor, que se regirán por la normativa anterior (D. T. Única).

El presente decreto es un desarrollo reglamentario en un aspecto muy concreto de la Ley 11/2005, de 28 de diciembre Reguladora de los Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos. Por esta razón, resulta redundante que la D.A. Única aclare que el régimen sancionador aplicable a las materias reguladas en el presente decreto será el de dicha ley. Además, la D.F. 1ª faculta al Consejero competente para dictar las disposiciones que considere convenientes en desarrollo del presente Decreto, así como para adoptar las medidas necesarias para su ejecución.

Como primera observación, el Decreto se autotitula como regulador de “la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales y extraordinarias”, esto es, dos tipos de espectáculos y actividades distintos. Sin embargo, a lo largo del articulado del Decreto se habla de “ocasionales o extraordinarias”, dando a entender que ambas calificaciones son equivalentes, al tiempo que equipara o asimila a las actividades eventuales (ex. art. 21 de la L. 11/2005) a las ocasionales. Esto, en principio y a juicio de quien suscribe, supone una interpretación extensiva de la ley que pretende desarrollar.

Es objeto del decreto “la regulación de los requisitos y condiciones técnicas exigibles para la autorización y celebración de los espectáculos públicos y actividades recreativas, incluidas en el Catálogo aprobado por Decreto 220/2006, de 7 de noviembre, que tengan carácter ocasional y extraordinario”. La nueva regulación atribuye al municipio no solo las actividades ocasionales y eventuales (que ya eran de su competencia desde la entrada en vigor de la L. 11/2005, ex. arts. 10 y 21) sino también las actividades extraordinarias, en todo caso (cuya competencia la Ley atribuye a la comunidad autónoma).

El objeto del decreto se refiere a las actividades “incluidas en el Catálogo” y, sin embargo, el propio catálogo reconoce su carácter no exhaustivo en el artículo 1 del D. 220/2006. Por lo tanto el objeto habrá de entenderse en sentido amplio.

El artículo 2 regula las exclusiones en términos muy similares a los que realiza el artículo 4 de la L. 11/2005, quedando excluidos dos tipos de actos: 

a) los actos o celebraciones privadas, de carácter familiar o social, que no estén abiertos a pública concurrencia y 

b) los que supongan el ejercicio de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución. 

En ambos casos, además de cumplir la legislación de protección de la seguridad ciudadana, los recintos, locales y establecimientos donde se realicen estas actividades deberán reunir las condiciones de seguridad y de tipo técnico exigidas en esta Ley, en sus reglamentos de desarrollo y aplicación y en la normativa técnica específica.

También están excluidas las actividades privadas, de carácter familiar o social, que no estén abiertas a la pública concurrencia en instalaciones, recintos o espacios propios de dichos ámbitos no incluidos en el "Catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón", siempre que no precisen de licencia municipal a tal fin, y las que se realicen en el ejercicio de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución.

Siguiendo con las exclusiones, el art. 2.2 del decreto remite a la normativa sectorial otras tantas actividades concretas, que, además, no son competencia municipal sino autonómica. Del listado merece destacar las letras g) “los espectáculos públicos y actividades recreativas que se realicen al aire libre sin vallas, cercas o cualquier otro impedimento físico que acote el espacio del recinto, con o sin techo” y h) que excluye “los espectáculos públicos y actividades recreativas organizadas por los Ayuntamientos o por comisiones habilitadas por éstos a tal efecto”. (Por ejemplo, cabalgata de reyes, pregones, etc.…)

El Decreto regula de manera exhaustiva el contenido de la solicitud y plazos de presentación. En concreto, se preocupa de aclarar que es necesario presentar la solicitud, como mínimo, un mes de la celebración del evento, cuando hasta ahora y, en el mejor de los casos, eran solicitadas con una antelación de 4 o 5 días antes de la celebración del evento. Sin embargo, entiendo que el hecho de presentar la solicitud incumpliendo este plazo mínimo no es causa de denegación de la autorización, sin posibilidad de entrar a conocer del fondo del asunto, porque la interesado le asiste el derecho al trámite.

Respecto de la documentación mínima (se incluye un listado de hasta 10 documentos, justificantes o certificados), la mayor parte de los documentos exigidos responden a requerimientos de la legislación sectorial cuya competencia y control corresponde a la comunidad autónoma, por ejemplo menores etc., lo que supone el traslado del control de una competencia autonómica a la administración local. Entiendo que será suficiente que el particular acredite y justifique el cumplimiento todos esos requisitos, tales como, estar al corriente de sus obligaciones tributarias y de la Seguridad Social, alta en el impuesto correspondiente para la actividad que solicita la autorización, y el ayuntamiento compruebe que se aporta esa documentación. 

Al Ayuntamiento sí le compete las materias de distribución del aforo por zonas, la solidez de las estructuras y funcionamiento de las instalaciones, la prevención y protección de incendios y otros riesgos inherentes a la actividad, facilitando la accesibilidad de los medios de auxilio externos, las medidas de aislamiento acústico suficientes para garantizar que no se producirán molestias a las personas que residen en la proximidad del evento, las medidas de protección del entorno urbano, medio ambiente y patrimonio natural y cultural, así como la accesibilidad y supresión de barreras arquitectónicas. 

Respecto a al procedimiento, el órgano competente para resolver, a la vista del examen de los documentos presentados y del resultado de las inspecciones de los locales, recintos o instalaciones, que en su caso correspondan, otorgará la autorización o la denegará, en el plazo máximo de veinte días hábiles desde la presentación de la solicitud, previa audiencia del organizador o, en su caso, de los interesados en el procedimiento. Definitivamente, este es un procedimiento singular y distinto del resto de las licencias urbanísticas. Lo cierto es que, pese a este procedimiento tan reglado y tan tasado (sobre todo en cuanto a los plazos de presentación de instancias y resolución), la realidad es más tozuda. Habitualmente, las solicitudes para la celebración de estos eventos se presentan con poco especio de tiempo para reaccionar, las inspecciones municipales se realizan en los días previos a la celebración del evento y la licencia suele otorgarse el día anterior o, incluso, el mismo día de la celebración del acto.

La resolución favorable, como mínimo, debe contener los datos de identificación de la persona física o jurídica autorizada, denominación de la clase de espectáculo o actividad, con indicación de la fecha, lugar y horario de celebración, el aforo máximo permitido, la forma de expedición de entradas y precio de las mismas, las condiciones del abono de localidades para una serie de actuaciones o representaciones previstas, la calificación del espectáculo público o actividad recreativa por edad, dispositivos sanitarios y medidas higiénicas necesarias para su desarrollo, personal de admisión y de seguridad necesario para el desarrollo del evento e indicación de los objetos cuya introducción o tenencia este prohibida según el tipo de espectáculo y actividad recreativa de que se trate. La mayor parte de estos datos bastaría con que fueran exigibles en la celebración del evento, pero entiendo que no son requisitos de validez de la licencia si no están presenten en la resolución, tales como, personal de admisión y seguridad,…

- Decreto 46/2014, de 1 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se regulan actuaciones en materia de certificación de eficiencia energética de edificios y se crea su registro, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón. (BOA núm. 69, de 7 de abril).

Este decreto supone el desarrollo para la Comunidad Autónoma de Aragón del R. D. 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación energética de los edificios, al que ya nos referimos en el informe de mayo de 2013.

Al igual que aquél, pero limitado al territorio de Aragón, el ámbito de aplicación son los edificios de nueva construcción, los edificios o partes de edificios existentes que se vendan o alquilen a un nuevo arrendatario, siempre que no dispongan de un certificado en vigor y aquellos edificios o partes de ellos en los que una autoridad pública ocupe una superficie útil total superior a 250 m2 y que sean frecuentados habitualmente por el público.

Distingue la necesidad de certificado de eficiencia energética en tres fases: en el proyecto, en el edificio terminado y en el caso de edificio existente

Con una duración máxima de 10 años, un edificio no puede tener en vigor más de un certificado de eficiencia energética. La renovación o actualización debe ser encargada por el propietario. También es obligación del propietario-vendedor entregar al comprador este certificado del edificio o de la parte adquirida. En caso de alquiler basta la simple exhibición.

El Decreto crea el Registro de Certificación de Eficiencia Energética de Edificios, cuyo objeto es la inscripción de los certificados de eficiencia energética de proyecto, del edificio terminado y del edificio existente, las actualizaciones y renovaciones de estas inscripciones y las modificaciones de las inscripciones en el caso de certificados de proyecto. Tiene la finalidad de facilitar información veraz y objetiva acerca de las características energéticas de los edificios, de forma que permita realizar comparaciones que favorezcan una mayor demanda de edificios de alta eficiencia energética, así como facilitar al público información sobre los técnicos competentes y empresas. Y ello porque consta de dos secciones:

a) la de los certificados de la eficiencia energética de los edificios y 

b) la de los técnicos competentes y empresas que ofrezcan los servicios de expertos de este tipo.

Tiene carácter público e informativo y naturaleza administrativa y es independiente de cualquier otro registro público

La gestión del registro se lleva en soporte informático.

El plazo máximo para solicitar la inscripción es el de un mes desde la fecha de emisión y firma por el técnico competente, transcurrido el cual sin proceder a la inscripción, deberá emitirse otro.

Son sujetos responsables de la inscripción de estos certificados el promotor o propietario o el técnico certificador.

El decreto reconoce que la inscripción en el registro otorga el derecho a la utilización de la etiqueta de eficiencia energética durante el periodo de vigencia del certificado. También  establece la obligación de que toda publicidad de venta o alquiler mencione expresamente la calificación energética del edificio o de parte de éste.

Asimismo, el decreto regula el control independiente con el objetivo de velar por el cumplimiento de la normativa relativa a certificación energética de edificios y garantizar la veracidad de la información de los certificados, sobre una selección al azar. Finalmente, el decreto también regula la inspección y el régimen sancionador.

También se han dictado otros decretos en este periodo de tiempo que, aunque no se refieren propiamente al urbanismo pudieran afectar a la tramitación de las autorizaciones municipales. En concreto, el Decreto 39/2014, de 18 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Locales de juego. (BOA núm. 61, de 27 de marzo), que, aunque tiene por objeto la ordenación de los establecimientos abiertos al público para la instalación y explotación de máquinas de juego, para la práctica del juego del bingo o la práctica de juegos exclusivos de los casinos de juego y regula las autorizaciones autonómicas de estos locales, también regula las características físicas de ellos, en concreto, la superficie mínima, el aforo, la superficie de servicio de bar (que no puede ser superior al 20% de la superficie útil del salón), así como las distancias entre ellos.

A este respecto, la distancia mínima entre salones de juego es de “300 metros medidos desde el centro de la entrada principal de un salón de juego autorizado y siguiendo el eje vial más corto que tenga la clasificación de bien de dominio público”. En el caso de bingos, no pueden concederse nuevas autorizaciones de sala de bingo o traslados de las autorizadas a menos de 1.000 metros de otra que, al tiempo de solicitarse, estuviera autorizada o en trámite de autorización, medida de igual manera que en el caso anterior.

Además respecto de las salas de bingo impone un número máximo de ellas en función de si se trata de capitales de provincia o el resto de los municipios. En estos últimos y en Teruel solamente se admite una sala. También viene limitado el aforo, en Zaragoza se admiten hasta 15 salas de bingo y 6.500 plazas de aforo máximo, en Huesca 2 y hasta 650 plazas y en Teruel una y 450 plazas máximo.

Entre la documentación exigible para la tramitación de la autorización autonómica se requiere informe municipal sobre la viabilidad del local en relación con la situación urbanística de la zona y licencia de funcionamiento a nombre del solicitante.

También hay que citar el Decreto 44/2014, de 1 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el procedimiento de autorización de apertura e inspección de los Parques Zoológicos, así como la creación de su registro. (BOA núm. 73, de 11 de abril), que regula únicamente a la competencia autonómica de inspección, apertura y cambio de las características o condiciones del centro zoológico. 

Finalmente, únicamente para su conocimiento, resta citar la Orden de 20 de febrero de 2014, del Consejero de Política Territorial e Interior, por la que se publica el Acuerdo adoptado por el Gobierno de Aragón de 18 de febrero de 2014, que aprueba la Norma Cartográfica de Aragón, (BOA núm. 50, de 12 de marzo), que es de obligado cumplimiento para los Departamentos y Organismo públicos del Gobierno de Aragón incluyendo al conjunto de Centros, Institutos así como Entidades públicas del Gobierno de Aragón y de pleno conocimiento para todas las Administraciones y Organismo públicos con competencias en la elaboración y mantenimiento de información cartográfica en el territorio aragonés.

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

F) CANTABRIA

- Decreto 19/2014, de 13 de marzo, por el que se el Decreto 82/2010, de 25 de noviembre, por el que se regulan los establecimientos de alojamiento turístico extrahotelero en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria (BOCANT núm. 56, de 21 de marzo).

El breve preámbulo de esta norma justifica la modificación en los principios de libertad de establecimiento de los prestadores de servicios y libre circulación de servicios, como consecuencia de la aplicación de la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios del mercado interior. Sin perjuicio de que su objetivo sea eliminar las trabas no justificadas para el correcto funcionamiento del sector turístico cántabro, llama la atención la modificación del artículo 8 relativo a la consulta previa para la instalación de un establecimiento hotelero, junto a la cual puede solicitarse también la dispensa de determinadas condiciones técnicas.

La nueva regulación prevé que, excepcionalmente y sólo a petición del promotor, pueda eximírsele del cumplimiento de alguno de los requisitos técnicos de infraestructura exigidos a los establecimientos turísticos extra hoteleros, cuando se trate de obras de rehabilitación, reforma y/o cambio de uso, ponderando en su conjunto las condiciones, características y demás circunstancias existentes o atendiendo a su valor arquitectónico, histórico o cultural del inmueble. Todo ello con la limitación de que no afecten a la estructura del edificio o que no supongan un menoscabo sustancial en la calidad de los servicios prestados. Asimismo, no cabe dispensa de las condiciones mínimas exigidas conforme al CTE o norma que lo sustituya.

Corresponde contestar sobre la dispensa a la Dirección General competente en materia de turismo en el plazo máximo de dos meses, sin que la falta de contestación implique la aceptación de los criterios expresados en las mismas. La contestación a la dispensa sólo vinculará a la Dirección General competente en materia de turismo en su ámbito competencial, cuando las obras ejecutadas o el estado del establecimiento se ajusten al anteproyecto, proyecto básico o de actividad presentado inicialmente y, en su caso, a los términos en los que se pronuncie acerca de la dispensa, y no serán susceptibles de recurso alguno.

El decreto dispone que en ningún caso, a través de las consultas previas formuladas por los municipios, se pueda dispensar del cumplimiento de alguno de los requisitos técnicos de infraestructura exigidos para este tipo de establecimientos. La legitimación para la petición de tales dispensas corresponde exclusivamente al promotor.

H) MURCIA

- Ley 2/2014, de 21 de marzo, de Proyectos Estratégicos, Simplificación Administrativa y Evaluación de los Servicios Públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BORM núm. 71, de 27 de marzo).

Como dice el preámbulo de la ley, el gobierno murciano pretende convertirse en el motor de la recuperación económica y a tal efecto desarrolla instrumentos que generen confianza en los ciudadanos y en la actividad privada, al mismo tiempo que impulsa un conjunto de medidas de simplificación administrativa, de Administración electrónica, de proyectos estratégicos y de evaluación de los servicios públicos dirigidas a la mejora de la competitividad económica.

En lo que al objeto de este informe interesa, son aplicables a los entes locales de la Región de Murcia los títulos II y III de la ley, relativos a proyectos de interés estratégico y medidas de simplificación administrativa.

Por lo que respecta a los Proyectos de Interés Estratégico de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, definidos como aquellos proyectos de inversión que promuevan el desarrollo económico, social y territorial de la misma, con especial incidencia en la generación de riqueza y empleo y cuya declaración corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, el mayor interés se centra en los efectos de la tramitación de estos instrumentos. 

En concreto, estos proyectos:

1. Tienen, en sus distintos trámites, un carácter prioritario y urgente para toda la Administración pública regional, a fin de agilizar su implantación y puesta en marcha.

2. Los plazos ordinarios de los trámites administrativos previstos en la legislación se reducen a la mitad cuando afecten a proyectos de interés estratégico, excepto en el caso de la presentación de solicitudes y recursos, los procedimientos de concurrencia competitiva y los de naturaleza fiscal. Igualmente esta normativa tendrá efecto en los plazos de los trámites, licencias e informes de las corporaciones locales regulados por las leyes regionales.

3. La declaración de proyecto de interés estratégico regional llevará aparejada la declaración de utilidad pública e interés social a los efectos de expropiación forzosa de los bienes y derechos que resulten afectados por las conexiones exteriores con las redes de infraestructuras y servicios generales.

4. Si estos proyectos implican una alteración del planeamiento territorial o urbanístico, podrán promoverse para ser declarados, a su vez, como Actuaciones de Interés Regional de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de conformidad con el TRLS de la Región de Murcia.

Para el impulso de la tramitación administrativa de los proyectos calificados de interés estratégico regional, las entidades locales junto con las demás administraciones proporcionarán al órgano directivo con competencias en materia de coordinación y seguimiento de proyectos estratégicos la información que les sea requerida sobre el estado de su tramitación.

En cuanto a las medidas de simplificación administrativa, reguladas en el Título III de la ley, dispone que la comunidad autónoma fomentará el uso de declaraciones responsables y comunicaciones previas, a fin de reducir las cargas burocráticas, “especialmente en relación con la puesta en marcha de actividades empresariales o profesionales sometidas a control administrativo”. La D. A. 3ª de la ley establece un plazo de 6 meses para llevar a cabo estas medidas.

Prevé las licencias y autorizaciones condicionadas cuando dice que “el órgano competente para otorgar las licencias y autorizaciones que afecten a una actividad empresarial o profesional incorporará, por razones de celeridad y eficacia administrativa, cláusulas que eviten la denegación de dichas licencias y autorizaciones mediante la incorporación de las condiciones impuestas por la legislación aplicable”. Añade el artículo 21.2 que “Estas condiciones podrán exigir adaptar, completar o eliminar aspectos de la actuación o proyecto sujeto a licencia o autorización no ajustados a la normativa aplicable, siempre que la acomodación a la legalidad de lo solicitado sea posible por no afectar a condiciones esenciales, no se altere sustancialmente la actuación pretendida, no se supediten a cambios no previstos en la normativa vigente o cuando para el otorgamiento de la licencia o autorización se requieran otras previas hasta que sean concedidas, en atención a lo que establezca la normativa sectorial. Estas condiciones deberán cumplirse en el plazo establecido en el acto de otorgamiento de la licencia o autorización”.
Respecto de los efectos del silencio administrativo, la D. A. 2ª prevé un procedimiento de evaluación de la concurrencia de la existencia de razones imperiosas de interés general que justifiquen el mantenimiento de los efectos desestimatorios del silencio en los procedimientos administrativos regulados por normas anteriores a la redacción del art. 43 L. 30/1992, con la consecuente reforma normativa que proceda, estableciendo el régimen del silencio positivo en aquellos supuestos que no se consideren cubiertos por las razones imperiosas de interés general que justifiquen la desestimación presunta.

Finalmente, esta ley introduce modificaciones en la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo. (BOIB núm. 43, de 29 de marzo).

Consta de nueve títulos, 193 artículos, diez disposiciones adicionales, once transitorias, una derogatoria y cuatro finales.

Esta ley tiene como objetivo establecer una regulación integral de la actividad urbanística, al punto de que su D. D. única deroga un listado muy completo de normas actualmente vigentes, que regulaban de manera desperdigada los diversos aspectos de la ordenación urbanística. Así, se derogan leyes completas como la Ley 10/1990, de 23 de octubre, de disciplina urbanística, la nº 8/1988, de 1 de junio, de edificios e instalaciones fuera de ordenación, la nº 6/1993, de 23 de septiembre, sobre adecuación de las redes de instalaciones eléctricas a las condiciones histórico-ambientales de los núcleos de población y el Decreto Ley 4/2013, de 21 de junio, de regulación provisional de las nuevas edificaciones en núcleos residenciales sin red de saneamiento; o determinados preceptos de otras, tales como, a título de ejemplo, los capítulos I y II, los artículos 14 y 15, las disposiciones adicionales primera y cuarta y la disposición transitoria quinta de la Ley 7/2012, de 13 de junio, de medidas urgentes para el desarrollo urbanístico sostenible.

La ley desarrolla las competencias autonómicas en materia de legislación de ordenación urbanística al tiempo que fija el sistema para integrar e incardinar esta materia en la ordenación del territorio, teniendo en cuenta la distribución competencial derivada de la organización territorial de la C. A. en cuya estructura incluye los consejos insulares. Otra característica de la ley es que excluya de su objeto la regulación de usos y actividades en suelo rústico, que se remite a la legislación específica.

En el título preliminar se prevén el objeto de la ley, la actividad urbanística y los fines que persigue. Regula la integración del planeamiento en el marco de la ordenación territorial, el sistema jerárquico, los criterios de interpretación de sus determinaciones, la participación ciudadana, la acción pública y el papel de la iniciativa privada en la gestión de la actividad urbanística; las competencias de las diferentes administraciones y las relaciones interadministrativas. 

Sobre la norma de interpretación de las determinaciones de los instrumentos de planeamiento, a partir de ahora, a la resolución de las dudas que genere la imprecisión o contradicción en los instrumentos de ordenación urbanísticos habrá de acudirse a criterios tales como los de mayor protección ambiental, de protección integral del patrimonio cultural y de desarrollo sostenible, de menor edificabilidad y de mayor dotación para espacios públicos, ¿de la perspectiva de género? y aplicando en todo caso el principio general de interpretación integrada de las normas. Francamente, desconozco cómo puedan interpretarse las dudas, imprecisiones o contradicciones de los instrumentos de planeamiento desde la perspectiva de género.

Solo en el caso de que no pueda resolverse la duda interpretativa según estos criterios, prevalecerá la documentación escrita. 

Mención especial merece una norma excepcional, bastante cuestionable. En caso de tratarse de suelo rústico prevalece la norma que atribuya mayor protección, “con independencia del rango normativo y del grado de especialidad”. Hay que recordar que la clasificación y calificación del suelo son determinaciones (estructural, en un caso, y en el otro, de detalle) propias de los planes generales en exclusiva, y que el planeamiento de desarrollo no puede establecer clasificaciones distintas de las previstas en el plan general.

Este título preliminar también regula los convenios urbanísticos, basándose en la doctrina jurisprudencial al respecto. Contiene una regulación muy completa que, a diferencia de otras normas de ordenación de suelo autonómicas, no se regula a caballo entre el planeamiento y la gestión urbanística.

El título I, sobre régimen urbanístico del suelo, distingue tres clases de suelo: urbano, al margen de ser objeto de actuaciones urbanísticas, urbanizable y rústico. La ley no distingue expresamente distintas categorías del suelo urbano, urbanizable y rústico. Incluye dentro del suelo urbano “los asentamientos en el medio rural”. Como ya he indicado más arriba, el régimen del suelo rústico no es objeto de esta ley, por lo que solamente refleja los derechos y deberes de las personas propietarias de suelo urbano y de suelo urbanizable. Sigue la tendencia marcada por normas anteriores de fijar un concepto estricto de urbano en el sentido de ser un suelo ya transformado y contar con los requisitos que la norma fija, con independencia de que pueda ser objeto de un tratamiento diferenciado cuando se categorice como asentamiento en el medio rural. En todo caso, esta última figura solo puede ser de aplicación a los asentamientos ya existentes legalmente implantados o que sean objeto de incorporación a la ordenación de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente. Salvo estas situaciones, la transformación de suelo rústico debe pasar necesariamente por la clasificación como urbanizable y es por eso que es el único caso en que computa su superficie a efectos de los límites de crecimiento que fijan los instrumentos de ordenación territorial.

Del título II, relativo al planeamiento urbanístico, el Título II incluye como tales instrumentos a los planes generales y, en su desarrollo, los planes parciales, especiales y estudios de detalle, así como catálogos. También considera instrumentos de planeamiento, junto con los anteriores, las ordenanzas municipales de edificación, urbanización y publicidad “sin que en ningún caso puedan regular aspectos materiales que esta ley reserve a los instrumentos de planeamiento urbanístico”, remitiendo a desarrollo reglamentario el alcance de las mismas y el procedimiento de aprobación.

Llama la atención el grado de detalle con el que regula el contenido de determinados documentos del Plan General, como la memoria, el informe de sostenibilidad ambiental y el informe de sostenibilidad económica. 

Asimismo, se regula la tramitación de los instrumentos de planeamiento y, con carácter general, la competencia de los consejos insulares en la aprobación definitiva de los mismos, con la excepción de Palma de Mallorca y, de manera limitada, de los municipios de más de 10.000 habitantes.

Por lo que se refiere a la gestión urbanística, aunque utiliza una terminología extraña, la regulación básicamente responde a la que generalmente desarrollan el resto de comunidades autónomas. Distingue entre el sistema de reparcelación, que tiene dos modalidades (compensación y cooperación), el sistema de expropiación y la ocupación directa. También regula la reparcelación económica y se fijan mecanismos para facilitar estas operaciones cuando se trate de actuaciones en suelos ya transformados.

Los mecanismos de intervención en el mercado del suelo se regulan en el título IV, (patrimonios públicos de suelo como a los derechos de superficie y de tanteo y retracto).

El título V regula la obligación de edificar y los deberes de los propietarios respecto a la ejecución y la conservación de las obras (distinguiendo éstas según sean obras de urbanización u ordinarias y obras de edificación) y las periódicas o, en su caso, construcciones, incluida la obligación de someter las construcciones y edificaciones a inspecciones y la de presentar el informe de evaluación de edificios previsto en la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas. Asimismo, incluye la regulación de la ruina, que puede ser técnica, económica o urbanística, además de la inminente.

El título VI regula la expropiación forzosa por razones de urbanismo.

El título VIII regula la disciplina urbanística, incluyendo no sólo la regulación de los procedimientos de protección de la legalidad urbanística y el restablecimiento del orden jurídico perturbado sino también una regulación muy detallada de la inspección urbanística y de la intervención preventiva en la edificación y uso del suelo. 

Con carácter general, se mantiene la sujeción a licencia municipal para las obras y otras actuaciones con trascendencia urbanística, aunque en determinados casos la ley permite optar por un régimen de comunicación previa. Regula el procedimiento de otorgamiento de unas y otras, la competencia de la resolución, los efectos y la caducidad, así como el proyecto técnico (diferenciando, como hace el CTE, entre proyecto básico y de ejecución). Recoge expresamente hasta 5 casos específicos de nulidad de pleno derecho de las licencias urbanísticas, órdenes de ejecución y comunicaciones previas, en cuyo caso, no producirán efecto alguno: 

a) Otorgadas sin la incorporación al expediente de las autorizaciones o de los informes concurrentes que fueran preceptivos de acuerdo con esta ley u otra normativa sectorial aplicable.

b) Otorgadas sin que la actuación propuesta se haya sometido a información pública, cuando este trámite sea exigido expresamente en el procedimiento de otorgamiento por parte de esta ley u otra legislación urbanística específica aplicable.

c) Otorgadas con infracción manifiesta y grave, y evidente confrontación de las determinaciones de la ordenación que derivan directamente de esta ley y de los planes urbanísticos respecto de los actos de parcelación, de urbanización, o de los relativos al número de viviendas, o a las condiciones de uso del suelo y del subsuelo, altura, volumen, situación de las edificaciones y ocupación máxima autorizables.

d) Otorgadas con infracción de las determinaciones de esta ley, de los planes urbanísticos o de las ordenanzas municipales, respecto de los actos de parcelación, de urbanización, de edificación y de uso del suelo y del subsuelo cuando se lleven a cabo en terrenos calificados en el planeamiento como zonas verdes públicas o espacios libres de edificación de carácter público, parques, jardines, infraestructuras y reservas dotacionales, bienes o espacios catalogados en el planeamiento o declarados de interés cultural o catalogados y también los que se lleven a cabo en terrenos clasificados como suelo rústico protegido.

e) Las que incurran en causa de nulidad de pleno derecho cuando así lo determina una norma sectorial con rango de ley aplicable por razón de la materia.

Curiosamente, las infracciones urbanísticas y las sanciones no se regulan en el título dedicado a la disciplina urbanística sino en otro aparte, el título VIII. Amplía el concepto de persona responsable y clasifica de forma más precisa de las infracciones, adaptadas a la legislación básica. En los tipos básicos de infracciones urbanísticas distingue según sean leves, graves o muy graves. También incorpora tipos específicos de infracciones urbanísticas, según afecten a la gestión urbanística, a la ejecución de las obras de urbanización, a la edificación y uso del suelo, a los bienes del patrimonio arquitectónico, histórico, cultural, natural y paisajístico o a la inspección urbanística.

Siguiendo el ejemplo de otras comunidades autónomas, la DT 7ª suspende la aplicación de la reserva mínima de suelo para vivienda protegida.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

En lo relativo a la jurisprudencia, y aunque no se refiere expresamente al ejercicio de competencias autonómicas de urbanismo, me ha parecido interesante hacer mención de una sentencia del TC sobre la competencia autonómica en materia de puertos y su incidencia tangencial en el régimen del usos, que si es competencia urbanística. Respecto a las sentencias del TS que se comentan, he intentado referirme a diferentes temas: expropiación, responsabilidad patrimonial, si bien todas ellas tienen como trasfondo la potestad de planeamiento. Finalmente, en cuanto a las sentencias autonómicas, me he centrado en el TSJ de Aragón y en aspectos que considero de interés para la resolución de problemas concretos en el diario funcionamiento de los municipios. También traigo a colación una sentencia autonómica que ha tenido gran difusión en los medios de comunicación, como la del TSJ de Andalucía sobre el PORN del Cabo de Gata, en el ámbito de emplazamiento del hotel El Algarrobico. 

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 34/2014, de 27 de febrero, que resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del Gobierno en relación con varios preceptos de la Ley del Parlamento de Andalucía 21/2007, de 18 de diciembre de régimen jurídico y económico de los puertos de Andalucía. (BOE núm. 73, de 26 de marzo).

El Presidente del Gobierno interpone el recurso de inconstitucionalidad contra los artículos 4.b), 16.2 y 3 y 20.3 de la Ley 21/2007, de 18 de diciembre, de régimen jurídico y económico de los puertos de Andalucía, argumentando la vulneración de la competencia estatal sobre protección del dominio público marítimo-terrestre. Por el contrario, la Junta de Andalucía considera que no cabe la equiparación entre demanio natural marítimo-terrestre y el demanio público portuario, ya que son diferentes tanto en origen como en atención a los fines que están llamados a cumplir.

El TC examina el contexto competencial en el que se insertan los preceptos discutidos, con el fin de delimitar correctamente las competencias de la materia regulada. Considera que los puertos, sean de interés general o de competencia autonómica, se localizan en la superficie física que tiene la consideración de zona marítimo-terrestre, que forma parte de los bienes de dominio público de titularidad estatal y a través de la técnica de la adscripción del dominio público, la Administración autonómica se subroga en el ejercicio de potestades demaniales. A fin de deslindar la competencia estatal y autonómica, el TC aclara que la titularidad pública de un bien no habilita per se para el ejercicio de competencias sustantivas que resulten ajenas al ámbito de competencias constitucionalmente delimitado.

Aunque la titularidad estatal sobre el dominio público marítimo-terrestre no es en sí misma un criterio de delimitación competencial, de esa titularidad demanial derivan una serie de facultades para el Estado, entre las que se encuentran tanto la definición del dominio como el establecimiento del régimen jurídico de los bienes integrantes y ele ejercicio de las competencias necesarias para preservarlo, conservarlo y asegurar su adecuada utilización. A la Comunidad Autónoma solo le corresponderán las competencias exclusivas en materia de ordenación del litoral, respetando el régimen general del dominio público.

En el presente caso, nos encontramos ante un supuesto de inconstitucionalidad mediata o indirecta, puesto que la infracción constitucional deviene de la contradicción de la legislación autonómica como preceptos básicos estatales, dado que sentencias del TC anteriores han reconocido el carácter básico de la Ley de Costas. Resulta clara la dualidad del régimen jurídico aplicable a los puertos de competencia autonómica y el sometimiento de éstos a las disposiciones de la Ley de Costas que regulan las competencias estatales  relativas a la preservación de la integridad física y jurídica del dominio público marítimo-terrestre.

Centrada así la cuestión, la impugnación del artículo 4.b) 
 de la Ley 21/2007 responde al hecho de que atribuye al Gobierno andaluz la competencia de otorgar ocupaciones del dominio público portuario para uso hotelero; la impugnación de los apartados 2 y 3 del artículo 16
 también responde al hecho de que regulan los usos y actividades permitidos en el dominio público portuario. La impugnación del artículo 20.3
 se centra en que este artículo permite al gobierno autonómico, excepcionalmente, la concesión de usos no previstos, que no sean incompatibles con la actividad normal del puerto. 

En realidad, el común de la impugnación del Estado se centra en la previsión en todos estos artículos de “usos hoteleros”, expresión ésta que sería inconstitucional por entrar en contradicción con los artículos 25 y 32 de la Ley de Costas, que solamente admiten la ocupación del dominio público marítimo-terrestre con aquellas actividades que, por su naturaleza, no puedan tener otra ubicación, estando expresamente prohibidas, entre otras, “las edificaciones destinadas a residencia o habitación”. Excepcionalmente, el artículo 25.3 LC permite que por razones acreditadas de utilidad pública, sea el Consejo de Ministros el que autorice esas edificaciones, cuando sean de excepcional importancia y que, por razones económicas justificadas, sea conveniente ubicarlas en el litoral, siempre que se emplacen en zonas de servidumbre correspondiente a tramos de costa que no constituyan playa, ni zonas húmedas u otros ámbitos de especial protección, siempre que las actuaciones se acomoden al planeamiento urbanístico.

Este art. 25.3 LC está considerado básico por el TC dado su carácter prohibitivo y concluye que “… las limitaciones de uso… que el art. 25 de la Ley de costas establece en el dominio público marítimo terrestre y en la servidumbre de protección, tienen por objeto la conservación de los valores naturales y paisajísticos de ese dominio público marítimo-terrestre, por lo que las mismas tienen la consideración de normas básicas dictadas al amparo del art. 149.1.1 y 23 CE. La autorización excepcional que se atribuye al Consejo de Ministros en el art. 25.3 de la citada Ley actúa como complemento indispensable de la citada normativa protectora, por lo que se integra, asimismo, en la citada competencia estatal. Por su parte, el art. 32 de la Ley de costas es asimismo objeto de explícita declaración de constitucionalidad en la STC 149/1991, «por las mismas razones que ya se dieron al estudiar el art. 25» [FJ 4 B)].

Así pues, de lo señalado en ambos preceptos (que conservan su redacción original, y no han sido afectados por la reforma llevada a cabo por la Ley 3/2013) resulta que en el dominio público marítimo terrestre adscrito a las Comunidades Autónomas, y en la zona de servidumbre de protección quedan prohibidos los usos hoteleros, esto es, de residencia o habitación, salvo los supuestos excepcionales de autorización que se atribuyen con carácter exclusivo al Consejo de Ministros”.
Con esta argumentación, el TC considera que tanto el art. 4.b) como el 16.3 incurren en contradicción con lo dispuesto en los artículos 25 y 32 de la Ley de Costas, porque facultan al Gobierno de la Junta de Andalucía a autorizar la ocupación del dominio público portuario para uso hotelero, similar al uso de residencia o habitación, sin que esa contradicción pueda ser “reparada por aplicación de criterios interpretativos que no lleven necesariamente a «ignorar o desfigurar el sentido de los enunciados legales meridianos» (SSTC 22/1985, de 15 de febrero, FJ 5, y 222/1992, de 11 de diciembre, FJ 2) o a «reconstruir una norma que no esté debidamente explícita en un texto» (SSTC 11/1981, de 8 de abril, FJ 4, y 273/2005, de 27 de octubre, FJ 8). Y ello porque las facultades que en los mencionados preceptos se atribuyen al Consejo de Gobierno, para autorizar los usos de residencia y habitación, alcanzan a la totalidad del dominio público portuario, el cual se define en el propio art. 15 de la Ley andaluza 21/2007, y de conformidad con su apartado 3 integra «los bienes de dominio público marítimo terrestre adscritos por la Administración del Estado, sin perjuicio de la titularidad dominical del mismo». Dado pues que los citados preceptos autonómicos se refieren con carácter general a ese dominio público portuario, sin que se haga excepción alguna que permita entender que la actuación autonómica autorizatoria de usos hoteleros se limite a espacios portuarios en los que pudiera resultar admisible, por tratarse de terrenos adyacentes que no reúnan la condición de dominio público marítimo terrestre ni estén gravados con la servidumbre de protección, la contradicción resulta insalvable y determina que deba declararse la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de los arts. 4 b) y 16.3 de la Ley andaluza”, ya que, de hecho, se produce un desplazamiento del Estado en el ejercicio de unas competencias que le corresponde en exclusiva.
Por el contrario, el TC considera que los artículos 16.2 y 20.3 pueden ser interpretados de manera favorable a su conservación, entendiendo que los usos compatibles a que esos artículos se refieren excluyen, en todo caso, los de residencia o habitación que expresamente declara inconstitucionales esta Sentencia. Estos artículos se limitan a “… prever la posibilidad de que el ámbito portuario acoja actividades complementarias o equipamientos comerciales, es decir, autoriza la existencia de esas actividades, pero no las impone, y la posibilidad de que existan o no dichas actividades dependerá en último término de las determinaciones previstas en el correspondiente plan de espacios portuarios y de su sometimiento al planeamiento urbanístico. La competencia estatal para la protección del dominio público marítimo-terrestre no puede ser objeto de una interpretación expansiva que permita excluir la competencia autonómica sobre cualesquiera otras actividades que puedan desarrollarse en el dominio portuario, distintas de las expresamente prohibidas, por lo que a priori no puede afirmarse que la simple previsión de actividades complementarias que contribuyan al desarrollo económico y social del puerto, vaya a suponer un ilegítimo menoscabo de las competencias estatales de conservación de las características naturales del dominio público marítimo terrestre”.
- Sentencia 37/2014, de 11 de marzo, que resuelve un conflicto en defensa de la autonomía local 8317/2005, planteado por el Ayuntamiento de Gomecello en relación con la Ley de las Cortes de Castilla y León 6/20005, de 26 de mayo, sobre declaración de proyecto regional para la instalación de un centro de tratamiento de residuos urbanos para la provincia de Salamanca, en el término de Gomecello. (BOE núm. 87, de 10 de abril).

Este conflicto en defensa de la autonomía local se interpone por el Ayuntamiento de Gomecello (Salamanca) contra la Ley 6/2005, de 26 de mayo, que declara el proyecto regional para la instalación de un centro de tratamiento de residuos sólidos urbanos para la provincia de Salamanca, en el término municipal de Gomecello, habida cuenta que el municipio habría quedado desprovisto de sus competencias en materia de urbanismo, medio ambiente, y autofinanciación, por no haber podido intervenir en el procedimiento previo, ni en el procedimiento legislativo, y haberse suprimido su participación posterior a la declaración por ley del proyecto regional al haberse eliminado la exigencia de licencias municipales. 

Aparte de otras consideraciones, el TC aclara que ya se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de los apartados 2, 3, 4 y 5, del artículo único, de la Ley 9/2002, de 10 de julio, para la declaración de proyectos regionales de infraestructuras de residuos de singular interés para la Comunidad, que remiten al procedimiento administrativo previsto en la Ley de ordenación del territorio para los proyectos regionales, eliminan la exigencia de licencias municipales, pues su aprobación conlleva su aptitud para la inmediata ejecución de las actividades y actos de uso del suelo, y atribuyen a la Comunidad Autónoma la competencia para el control ambiental y todas sus fases, remitiéndose al fundamento jurídico 8 de la STC 129/2013, de 4 de junio, para precisar el alcance de la autonomía local constitucionalmente garantizada en relación a las competencias urbanísticas municipales, reiterando que no supone una intromisión ilegítima en la autonomía local no exigir licencia para determinados asuntos, al tiempo que extendía esa doctrina a las competencias ambientales municipales, cuando decía:

“En aplicación de la doctrina anteriormente expuesta, debe concluirse que la exención de licencias y autorizaciones urbanísticas y ambientales para este tipo de proyectos de infraestructuras de residuos no vulnera la autonomía local. En primer lugar porque, aun cuando los proyectos de interés regional no son necesariamente obras públicas autonómicas, ya que pueden ser promovidas por particulares (art. 24 de la Ley de ordenación del territorio de Castilla y León), la Administración debe garantizar la prestación de la actividad de gestión de los residuos, pues tanto la Ley 10/1998, de 21 de abril, de residuos, vigente cuando se aprobó la Ley impugnada, como la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, atribuyen respectivamente esta competencia a las entidades locales y las Comunidades Autónomas. En segundo lugar, porque la participación previa de los municipios afectados se garantiza con la exigencia de informe dentro del procedimiento administrativo que precede a la aprobación del proyecto de singular interés de la Comunidad Autónoma (art. 24 de la Ley de ordenación del territorio). Y, finalmente, porque los proyectos de infraestructuras de residuos de singular interés regional revisten un carácter excepcional, pues exigen la concurrencia de un interés singular que va más allá del mero interés supramunicipal que concurre en el resto de proyectos regionales regulados en la Ley 10/1998, para los que el artículo 22.5 de esta Ley no excluye la obtención de licencia”.
2.- TRIBUNAL SUPREMO.

- Sentencia de 10 de febrero, de la Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo, del TS, que estima el recurso de casación interpuesto contra una sentencia del TSJ de Asturias, que estimó parcialmente un recurso contencioso administrativo interpuesto contra un acuerdo del JPE de Asturias y diversos instrumentos de planeamiento. (La Ley 10310/2014)

El recurso de casación fue interpuesto contra la sentencia del TSJ del Principado de Asturias que estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa e, indirectamente, contra la modificación del PGOU de Oviedo, la aprobación de un Estudio de Detalle, por privación del derecho de reversión y la totalidad del expediente expropiatorio. La sentencia de instancia estima el recurso en lo relativo a la superficie para fijar la indemnización por la privación del derecho de reversión y al valor del suelo.

En 1998 se inicia un procedimiento expropiatorio de un ámbito del que era única propietaria la entidad pública empresarial FEVE, adquiridos a su vez por expropiación en 1921. Los terrenos son desafectados por innecesarios para la prestación del servicio público y se tramitan diversas solicitudes de reversión por el Ministerio de Fomento. El JPE de Asturias fija la indemnización por privación del derecho de reversión del recurrente en el 5% del valor del suelo afectado por dicho derecho.

El fallo de la sentencia estima los motivos sexto y décimo del recurso de casación, casa la sentencia de instancia y la anula “exclusivamente en los extremos que se indican en los fundamentos de derecho décimo, decimoprimero y decimosegundo de esta sentencia”, que examinaré a continuación. Finalmente, desestima el recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo del JPE.

El motivo sexto del recurso de casación alegaba que la sentencia incurrió en una clara incongruencia infra petita, porque no se pronunció sobre la impugnación indirecta, por motivos formales y materiales, de la modificación del PGOU de Oviedo, el Estudio de Detalle y la delimitación de la unidad de ejecución, por la elección del sistema de expropiación en lugar de la cooperación o la compensación. Sobre este punto, en el que no entró la sentencia de instancia, el TS analiza la legislación aplicable al caso y concluye que ésta no era otra, después de los avatares constitucionales del TRLS de 1992, que el TRLS de 1976, cuyo artículo 119.1 faculta la ejecución de las unidades de actuación por cualquiera de los sistemas de actuación de compensación, cooperación o expropiación, si bien establece unos criterios de preferencia de la Administración en función de las necesidades, medios económico-financieros, colaboración de la iniciativa privada y demás circunstancias que concurran, con preferencia de los dos primeros respecto de la expropiación, excepto que razones de urgencia o necesidad exijan la expropiación. El TS considera que la Administración actuante  justificó debidamente la elección del sistema de expropiación en la memoria de la modificación del PGOU tanto por razones de estructura de la propiedad, con escasa proporción de propiedad privada, la naturaleza de la obra y los cuantiosos costes de transformación que implicaba, concluyendo que los argumentos del recurrente no desvirtúan la suficiencia de las razones expuestas por la Administración.

Otro de los aspectos que analiza el TS es la impugnación del criterio empleado por el JPE para fijar el justiprecio de la privación del derecho de reversión.

El JPE aplicó el criterio jurisprudencial tradicional tomando como base el 5% de premio de afección sobre el valor del bien al tiempo de la solicitud de reversión. En cambio, el recurrente considera que este criterio es subsidiario y solicita la aplicación de otros criterios de cálculo de la indemnización, como la diferencia entre el valor actual de los bienes y la actualización del justiprecio satisfecho por la Administración en la expropiación inicial, en 1921.

El doctrina jurisprudencial, con carácter general y no subsidiariamente con argumenta el recurrente, en los casos en los que no es posible revertir el terreno por estar sujeto a una inmediata expropiación, fija la indemnización en  el 5% del valor actual del bien, puesto que de recuperar el bien expropiado el reversionista debe abonar su valor. En apoyo de esta tesis el TS hace mención expresa de un número importante de sentencias que expresan la misma conclusión, por lo que rechaza el criterio alternativo de cálculo del recurrente, que determina el valor del derecho de reversión en la diferencia entre el valor actual del bien y el justiprecio pagado en la primitiva expropiación actualizado, porque carece de apoyo legal en el artículo 55 LEF, aplicable al caso, puesto que fueron anteriores a lo dispuesto en la D. A. 5ª de la Ley 38/1999, de ordenación de la edificación, que prevé el abono a la Administración del “valor que tenga la finca en el momento en que se solicite su recuperación”.

- Sentencia de 14 de marzo, de la Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo, del TS, que estima el recurso de casación interpuesto contra una sentencia del TSJC, a propósito de la revisión del Plan General de Ordenación Municipal de Las Palmas de Gran Canaria. (La Ley 19233/2014)

Este recurso de casación se interpone contra la sentencia del TSJ de Canarias que desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la aprobación definitiva de un Plan Especial e, indirectamente, contra la modificación del PGOU de Las Palmas de Gran Canaria, que, a su vez, trae causa de otra sentencia del TS que, casando la sentencia del TSJC, ordenó la retroacción de actuaciones a la Sala de instancia para dictar nueva sentencia, que es la que se examina en este recurso.

En el caso que nos ocupa se produjo un cambio en las determinaciones de planeamiento entre la aprobación inicial y la aprobación provisional del PGOU sin que la memoria del plan general fuera revisada, completada o corregida con esa ordenación novedosa para el ámbito denominado “El Canódromo”. El TS manifiesta que “el argumento basado en la falta de motivación del Plan General de ninguna manera puede considerarse desvirtuado apelando a que la motivación sí existe en el ulterior Plan Especial, pues, … es el planeamiento general -y no un instrumento posterior- el que debe explicar y justificar los cambios de ordenación que aquél introdujo.

En fin, no cabe aceptar… que la falta de motivación y de justificación en el Plan General es un defecto que no se proyecta sobre el Plan Especial si las determinaciones de este último están suficientemente motivadas. Sucede que si se constata que aquella falta de justificación del Plan General tiene relevancia invalidante… la consecuencia será la nulidad del propio Plan General, lo que inevitablemente se proyecta y transmite al Plan Especial al quedar éste privado de cobertura”.

El recurrente argumenta que la memoria del PGOU no ofrece razón alguna por la que los terrenos se clasifican como suelo urbano no consolidado ni la edificabilidad y densidad de los suelos (120 viviendas adicionales), determinaciones que se apartan ostensiblemente del documento de aprobación inicial, en una zona que había sido declarada como “área de edificabilidad agotada”, sin posibilidad de construir más viviendas. El TS considera que la exigencia de motivación tiene no solo relevancia formal sino también sustantiva, por cuanto es un cauce importante para ejercer el control por parte de la Administración autonómica de los aspectos que puede fiscalizar y del ulterior control jurisdiccional. El pretexto de la profunda transformación del suelo por la construcción de un túnel que atravesaba la parcela no justificaba esa edificabilidad desproporcionada ni la categorización del suelo urbano como no consolidado, sino cumplir lo pactado previamente en un convenio urbanístico. Razón por la cual el TS considera que se ha efectuado “un ejercicio desviado de la potestad de planeamiento, que ha de ejercitarse para fines públicos, pues la clasificación y categorización del terreno es la que es y no puede dejar de serlo por la sola conveniencia de la Administración”.

Así las cosas, la sentencia casa la sentencia de instancia, que anula, y estima en parte el recurso contencioso administrativo y declara la nulidad de la revisión del PGOU de Las Palmas de Gran Canaria, en cuanto a la categorización de los terrenos como suelo urbano no consolidado, y la nulidad del Plan Especial.

- Sentencia de 24 de marzo, de la Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo del TS, que desestima el recurso de casación interpuesto contra una sentencia de la Audiencia Nacional, que desestimó un recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación de una reclamación indemnizatoria como  consecuencia de la emisión de informe preceptivo y vinculante de la Dirección General de Aviación Civil, en la tramitación de un instrumento de planeamiento. (La Ley 31246/2014).

En este supuesto la sentencia de la Audiencia Nacional recurrida en casación desestimó una reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración, como consecuencia de los perjuicios económicos sufridos por el recurrente derivados de un informe preceptivo y vinculante de la Dirección General de Aviación Civil (DGAC) en la tramitación de un plan parcial de desarrollo de un sector de suelo urbanizable en La Laguna. En una petición de información previa sobre modificación de PGOU para elevar las alturas previstas, el Ministerio de Fomento informa que la propuesta de modificación “no quebranta las servidumbres aeronáuticas establecidas, por lo que se autoriza dicha modificación, siempre que se realice en el emplazamiento y con las características que se indicaban en los documentos que se acompañaban a la solicitud”. Fue tramitada una modificación de PGOU sin la obtención previa de informe preceptivo del Ministerio de Fomento.

En el curso de la tramitación del plan parcial la DGAC emite informe preceptivo desfavorable al considerar que el uso residencial y dotacional educativo y sanitario no es compatible en los terrenos afectados por las curvas isófonas, con las consecuentes afecciones acústicas y que para la legalización de las edificaciones existentes destinadas a uso residencial, educativo o sanitario debe preverse la debida insonorización, sin que corra a cargo del titular del aeropuerto. Además el ámbito del plan parcial estaba incluido en la superficie de limitación de alturas del equipo de trayectoria de planeo del sistema de aterrizaje instrumental. Exigía igualmente que las construcciones de cualquier edificio o estructura fuera autorizada por la DGAC, por estar el ámbito incluido en la zona de servidumbres aeronáuticas legales.

Con motivo de este informe, el Ayuntamiento denegó la aprobación del plan parcial porque contradice las determinaciones del PGOU y el informe de Aviación Civil era negativo.

Solicitada indemnización por responsabilidad patrimonial y denegada, la sentencia de instancia desestima el recurso contencioso administrativo porque no considera que exista un derecho subjetivo a la aprobación del plan parcial. Los recurrentes pudieron ver “limitadas o frustradas sus posibilidades, pero no lesionados sus derechos reales y patrimoniales pues no puede confundírselo que constituye derechos consolidados con meras expectativas” y a la fecha de la emisión de la información previa favorable todavía no había entrado en vigor la Ley del Ruido de 2003. Considera que los informes al planeamiento territorial y urbanístico tienen carácter vinculante para la Administración competente por razón de la materia de ordenación del territorio y urbanismo, sin posibilidad de aprobar un plan que afecte a competencias del Estado.

En la casación, los recurrentes consideran que al denegar la pretensión indemnizatoria por no ser titulares de derechos urbanísticos consolidados sino de meras expectativas, se está desconociendo que el progresivo cumplimiento de los deberes urbanísticos determina a favor del propietario del suelo la gradual y sucesiva adquisición de facultades urbanísticas y que si hay actos de ejecución del planeamiento no puede hablarse de meras expectativas sino de derechos consolidados susceptibles de ser indemnizados. Argumenta que no pudieron aprobar los actos de gestión y ejecución urbanísticas por el cambio normativo operado a consecuencia del referido informe y requiere no solo el reconocimiento de la indemnización del daño emergente (gastos de tramitación del plan parcial de cerca de 74.000 euros) sino el lucro cesante, correspondiente al beneficio que se conseguiría si no se interrumpiera el proceso urbanizador (cifrado en unos 27 millones de euros).

A este respecto el TS analiza los artículos 41 y siguientes de la Ley 6/1998, que regulan los supuestos indemnizatorios y, además de no ser alegado ninguno de ellos por los recurrentes, considera que tampoco es aplicable al caso ninguno de los supuestos y concluye que “… no reparan las recurrentes en que es precisamente a través del Plan Parcial por el que los terrenos de su propiedad, clasificados como no urbanizables, van a estar dotados de un cuadro normativo que permitirá en su momento su urbanización y edificación. No tienen en cuenta que la regularización pormenorizada del uso y aprovechamiento de los terrenos es, digámoslo una vez más, la finalidad atribuida a los planes parciales, ni tampoco que hasta la aprobación del presentado carecían de toda posibilidad urbanizadora y edificatoria.

No hay pues, como con acierto se expresa en la sentencia recurrida, unos derechos urbanísticos consolidados y sí meras expectativas que por tales no son susceptibles de ser indemnizadas por su desaparición”.

Por estas razones no ha lugar al recurso de casación.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

D) ANDALUCÍA

- Sentencia nº 803/2014, de 21 de marzo, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Andalucía de Granada, que estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el Decreto 37/2008, de 5 de febrero, que aprueba el Plan de Ordenación de los recursos naturales y el Plan Rectos de Usos y Gestión del Parque Natural de Cabo de Gata-Níjar. (La Ley 24322/2014)
El TSJA acota el objeto del recurso a la zonificación efectuada por el PORN del paraje denominado “El Algarrobico”, más restrictiva que el PORN de 1994, al incluirlo en la zona C3 y ST2 de las normas subsidiarias de Carboneras, en contra de la opinión del recurrente de considerarlo zona D del PORN, caracterizada por ser “áreas excluidas de la zonificación ambiental en la cual se incluyen aquellas áreas no incluidas en el resto de las categorías”. No entra a analizar, porque no es objeto del recurso, la conformidad a derecho del planeamiento municipal, conforme al cual los terrenos se clasificaban como suelo urbanizable.

Después de aclarar el carácter obligatorio de los PORN, su prevalencia sobre los instrumentos de ordenación territorial o física existentes y la aplicación inmediata de sus determinaciones mientras no se produzca la adaptación del planeamiento, analiza la zonificación existente en el Parque Natural de Cabo de Gata-Níjar, tomando como punto de partida el PORN, aprobado por Decreto 418/1994.

Llega a la conclusión que “los terrenos incluidos en el Sector ST1 de Carboneras se incluían en la zonificación D2 del Decreto 418/94, y ello prescindiendo de la modificación operada en 1997 en la planimetría del PORN …, que en fundamento a la constatación de un error, procedió a sustituir tres mapas, entre los que se encontraba el nº 1031 respecto a El Algarrobico (suelos Sector ST1), y por el que se incluye el mismo en la zona D2, como urbanizable ordenado (entre cuyos usos incluía el turístico), excluyéndose así dicho Sector de la zona C1 (área natural de interés general …) para reflejar gráficamente su inclusión en la zona D2 (urbanizable ordenado)”. El TSJA, sin entrar a valorar la observancia de los trámites legales en el procedimiento de corrección de errores, deduce que esa corrección de errores no operó arbitrariamente sino que respondía a una contradicción entre el texto articulado y la documentación gráfica del PORN. Además, considera que supone una toma de postura de la Administración en relación con la situación existente de los terrenos y que si la Administración no procedió a la revisión de los planes urbanísticos de Carboneras ni ordenó su suspensión era porque entendía que la clasificación del suelo como urbanizable no era discordante con la zonificación del PORN, ratificando así “desde siempre su consideración como suelo urbanizable, incluido por tanto en la categoría de zonificación D”, como una especie de categoría residual.

En definitiva, el TSJ de Andalucía avala la posición relativa a la conservación de la efectividad de los derechos urbanísticos adquiridos con anterioridad a la aprobación del PORN y, en la línea jurisprudencial del TJUE, considera que sólo pueden imponerse “restricciones al ejercicio del derecho de propiedad, siempre y cuando estas restricciones respondan efectivamente a objetivos de interés general perseguidos por la Comunidad y no constituyen intervención desmesurada e intolerable que afecte a la propia esencia de los derechos así garantizados”

Sentado que la zonificación preexistente era la D2, el TSJA procede, posteriormente, a analizar la zonificación C3 que atribuye a los terrenos el PORN de 2008, llegando a la consecuencia que los usos son más limitados y suponen una restricción de los derechos de los propietarios, que no puede justificarse en el “ius variandi” de la Administración en el ejercicio de sus potestades de planeamiento. Porque este derecho está sometido a límites, cuales son, en primer lugar, la exigencia de una específica motivación que ponga de manifiesto las razones del cambio y que obedezca a razones de interés público, excluyendo cualquier indicio de arbitrariedad en la decisión, y, en segundo lugar, la indemnización de los derechos legítimamente adquiridos. En el caso que nos ocupa, el TSJA llega a la conclusión que hay una absoluta falta de justificación por parte de la Administración autonómica para la alteración de la zonificación existente en relación a los terrenos ST1.

Por esta razón, el TSJA estima el recurso contencioso-administrativo y anula el decreto de 2008 que aprueba el PORN, en la parte correspondiente al sector “El Algarrobico”, pero va más allá y declara que el nivel de protección medio ambiental del referido sector es el correspondiente a las demás zonas declaradas como D en el PORN, debiendo reflejarse esta zonificación en la cartografía, si bien la sentencia efectúa una precisión para dejar claro que no se produce injerencia en la potestad discrecional de la Administración, cuando dice “importa reseñar que con esta declaración no se adentra la Sala en el ámbito de las potestades discrecionales de la Administración, pues atribuir a determinado suelo una u otra zonificación es el resultado de la definición de la misma, de la aplicación de las características con que se define. En definitiva, es aplicar la norma a una situación de hecho determinada”. 

A esta sentencia obedece que los medios de comunicación hayan manifestado que el hotel de El Algarrobico ha sido legalizado. En realidad, tal legalización no es tal. Al menos, de forma directa por cuanto habrá que ver si la construcción cumple o no la legislación de costas, uno de los argumentos de Greenpeace en el recurso y que la sentencia del TSJA no ha valorado, por no ser objeto de recurso.

J) ARAGÓN

- Sentencia nº 82/2014, de 18 de febrero, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que desestima un recurso de apelación, interpuesto por un Ayuntamiento de la provincia de Zaragoza contra la sentencia del JCA nº 3 de Zaragoza que estimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la suspensión potestativa del otorgamiento de licencias. (La Ley 26441/2014)

El acuerdo inicialmente recurrido se refería a la suspensión potestativa del otorgamiento de licencias durante un año, tal y como disponía el art. 66.1 de la LUA/1999, que afectaba al señalamiento de distancias mínimas en suelo no urbanizable para actividades y explotaciones ganaderas señaladas en la normativa sectorial, no autorizando la ubicación de estos usos en una distancia mínima de 1.000 metros al suelo urbano. La suspensión no afectaba al suelo urbano ni al resto de solicitudes de parcelación, edificación o demolición no expresamente señaladas en el acuerdo de suspensión.

El Juzgado de lo Contencioso Administrativo anuló el acuerdo porque consideró la potestad de la Administración de suspender licencia, en tanto que limitativa de derechos personales, debe interpretarse de forma restrictiva y solamente para los casos previstos en la norma, sin que sea admisible su aplicación extensiva. El Juez a quo dispone que la medida fue adoptada “sin justificación o motivación de ordenación urbanística del terreno suficiente, sin base normativa alguna” y “con la única justificación de no conceder una licencia de obras que ya venía autorizada por el organismo de control medioambiental”, incurriendo, en definitiva en desviación de poder”. La realización de trabajos previos de modificación del planeamiento no es causa suficiente para suspender las licencias, máxime cuando, en el presente caso, no señala con rigor el área o uso sobre el que a versar la reforma del planeamiento. Añade que “es literalmente imposible que la suspensión se acordase por el fin que la norma impone, pues no había iniciado trabajo alguno de elaboración del planeamiento, de modo que la aprobación inicial habría de caer fuera del plazo establecido para la suspensión por la LUA”, por lo que concluye que la medida adoptada no venía justificada por razones de interés general. 
Interpuesto recurso de apelación por el Ayuntamiento, el TSJA no solo no desestima los argumentos municipales  que consideran que para el ejercicio de la facultad de suspensión de licencias es suficiente con justificar que se encuentra en estudio la reforma del Plan, sin necesidad de acreditar que se ha realizado trabajos previos de modificación, sino que aclara que la finalidad de este tipo de suspensiones  es “impedir las autorización de licencias de obras que no se ajustan al planeamiento que se pretende innovar y que, de no acordarse la suspensión de dichas licencias, supondría la imposibilidad de aplicación del nuevo planeamiento”, atribuyéndole naturaleza cautelar, lo que obliga a una apreciación restrictiva de la medida.

Ratifica la sentencia de instancia porque considera que la desviación de poder se produjo porque la decisión municipal fue adoptada sin motivación de ordenación urbanística del terreno suficiente y sin base normativa alguna, máxime teniendo en cuenta que la actividad ya había sido autorizada por el órgano ambiental competente. 

- Sentencia nº 79/2014, de 21 de febrero, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que estima el recurso de apelación nº 82/2011, interpuesto por el Ayuntamiento de Zaragoza contra la sentencia del JCA nº 3 de Zaragoza que estimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la denegación de la expedición de un certificado de inexigencia de licencia de parcelación en suelo no urbanizable especial. 

El acuerdo municipal impugnado desestimó la solicitud de inexigencia de licencia de parcelación de dos fincas catastrales (una finca registral), fundada en la proximidad a dos parcelaciones ilegales y, en consecuencia, la existencia de riesgo de formación de núcleo de población, en aplicación del artículo 6.3.4.3.b) de las normas urbanísticas del PGOU. Pese al hecho objetivo de que la finca objeto de la segregación se encontraba cercana a las parcelaciones ilegales y pese a que la propia sentencia copia literalmente los artículos de la LUA/99 sobre parcelaciones ilegales, la sentencia de instancia se manifiesta a favor de la parcelación porque, dice, “se desprenden elementos que avalan la procedencia de la segregación”, entre los que menciona el hecho de que se trate de una situación de comunidad de bienes derivada de una sucesión hereditaria del padre de los recurrentes, que las parcelas resultantes de la segregación superen la unidad mínima de cultivo de 4.000 m2 y el hecho de que exista un camino de servidumbre, que separa ambas parcelas. Califica estos elementos como “razonables desde el punto de vista del sentido común o desde la lógica” y concluye que el acuerdo municipal es anulable, al tiempo que reconoce como situación jurídica individualizada el derecho de los recurrentes a la declaración de inexigencia de licencia de parcelación para dividir la finca registral en dos parcelas independientes.

El Ayuntamiento de Zaragoza interpone recurso de apelación por cuanto considera que el Juzgado nº 3 no aplicó la normativa urbanística relativa a las parcelaciones en suelo no urbanizable ni realizó una errónea y contradictoria valoración de la prueba. Reconoce el TSJA que “el Juzgador no aplica la normativa que transcribe, sino que alude al valorar los elementos fácticos invocados por las recurrentes al sentido común o la lógica. La normativa urbanística aplicable es clara al respecto en el sentido de no ser posible una segregación o parcelación en suelo no urbanizable –como es, lo que no se cuestiona, el del caso- cuando dé lugar a la formación de núcleo de población”. A tal efecto se refiere a los artículos 21.2 y 179 de la Ley Urbanística y párrafo primero del artículo 6.1.4.1 y 6.3.4.3 de las normas urbanísticas del PGOU. Concluye que “… conforme a la normativa referida no era posible la parcelación pretendida, por lo que la actuación municipal es del todo punto conforme a derecho, sin que pueda llegarse a otra conclusión por los elementos “razonables” a los que alude el juzgador”. Al mismo tiempo el TSJA entra a desmontar los argumentos razonables del juez de primera instancia, al entender que las recurrentes no son copropietarias por sucesión del padre, sino en parte por sucesión de un hermano y por compra, que las parcelas además de cumplir con la unidad mínima de cultivo no deben dar lugar a la constitución de formación de núcleo de población, que el catastro no determina propiedades ni es un registro dirigido a reconoce o proteger situaciones jurídico-privadas y, finalmente, que el camino no es de uso público sino que se trata de un “camino interior” propiedad de las fincas colindantes, dando lugar, en consecuencia, a una servidumbre de paso.

Por estas razones confirma la legalidad de la actuación municipal y mantiene la denegación de la licencia de parcelación en suelo no urbanizable.

- Sentencia nº 115/2014, de 7 de marzo, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que estima el recurso de apelación nº 95/2011, interpuesto por el Ayuntamiento de Zaragoza contra la sentencia del JCA nº 5 de Zaragoza que estimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la revocación de una licencia de funcionamiento de la actividad de bar. 

La interposición del recurso contencioso-administrativo tuvo como objeto un acuerdo municipal de revocación de una licencia de funcionamiento de bar por incumplimiento reiterado del horario de cierre del establecimiento, que tenía hasta un total de 46 denuncias.

El Juzgado de lo Contencioso Administrativo anuló el acuerdo porque consideró que no existía proporcionalidad en la resolución, sin perjuicio de mantener abierta la posibilidad de incoar expedientes sancionadores. Todo ello, efectuando una interpretación restrictiva del artículo 19.2
 de la Ley 11/2005, en interpretación conjunta con los artículos 6 y 17.4 del mismo texto legal. En concreto, consideraba que el artículo 19.2 solamente es aplicable cuando las deficiencias supusieran incumplimientos de los niveles de seguridad, salubridad o higiene; no así en el resto de los casos de ejercicio ilícito de la actividad, como el funcionamiento fuera del horario permitido por la licencia. Incluso aventura que el artículo 17.4 de la ley de espectáculos facultaba para la suspensión cautelar por incumplimiento de las condiciones de la licencia. 

Interpuesto recurso de apelación por la representación procesal del Ayuntamiento de Zaragoza, el TSJA estima el recurso de apelación, anula la sentencia de instancia, desestima el recurso contencioso-administrativo y mantiene la plena eficacia del acto municipal recurrido, porque considera “difícilmente sostenible” que la interpretación propuesta por el juez de instancia del artículo 19.2 de la Ley 11/2005, relegando los supuestos de incumplimiento de horarios al terreno de la actividad sancionadora de la Administración.

El TSJA considera que la potestad del art. 19.2 es la vía de intervención más intensa prevista para estos casos, pero no puede asociarse sólo a supuestos de incumplimiento de condiciones técnicas (art. 6) y la vía prevista en el artículo 17.4
 está pensando en otros supuestos. Añade que el art. 19.2 debe interpretarse sistemáticamente con otros preceptos que no ha tenido en cuenta el Juez a quo, tales como el art. 18 (que exige nueva licencia para el ejercicio de actividad distinta de la que motivó el otorgamiento de la anterior) y el art. 19.1 que dispone que “la licencia de funcionamiento sólo será efectiva en las condiciones y para las actividades que expresamente se determinen en la misma”.

Considera que el enfoque de la sentencia de instancia es doblemente reduccionista; primero, porque constriñe el terreno de aplicación de la potestad administrativa del art. 19.2 a supuestos de incumplimiento de condiciones técnicas de otorgamiento de licencias y, en segundo lugar, porque reduce de facto el supuesto controvertido en un mero incumplimiento del horario de apertura, más o menos reiterado, sugiriendo como más adecuada la vía sancionadora (que ya había sido explorada). Concluye que el otorgamiento de la licencia de actividad requiere el cumplimiento de los requisitos y condiciones que exija la licencia y que debió solicitarse una nueva licencia acomodada a las nuevas condiciones exigidas para la actividad de que se trate, porque de facto la actividad de bar fue modificada a “after hours” y manifiesta que “… el ejercicio de una actividad distinta a la amparada por la licencia la inutiliza, deviniendo ineficaz y obligando a la obtención de otra acorde a la diferente naturaleza de la actividad que se ejerce”.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Recursos de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC, por providencia de 10 de marzo de 2014, ha admitido a trámite el Recurso de inconstitucionalidad nº 1133/2014, promovido por la Presidencia del Gobierno, contra los apartados a) y c) del art. 4.2 de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de renovación y modernización turística de Canarias. (BOE núm. 63, de 14 de marzo).

- El Auto del Pleno del TC de 10 de marzo de 2014, dictado en el Recurso de inconstitucionalidad nº 6036/2013, interpuesto por la Presidencia del Gobierno, mantiene la suspensión de los artículos 1 (por cuanto añade los artículos 42 bis, apartados 2, 4, 5 y 6; 42 ter, 42 quáter; 42 quinquies y 42 sexies a la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del derecho a la Vivienda en Navarra), 2 (por cuanto modifica el artículo 52.2.a de la Ley Foral 10/2010), 5 (por cuanto modifica el artículo 66.1 de la Ley Foral 10/2010), 6 (por cuanto modifica el artículo 72.2 de la Ley Foral 10/2010) y 7 (por cuanto añade la disposición adicional décima, apartados 1 y 2, a la Ley Foral 10/2010) todos ellos de la Ley Foral 24/2013, de 2 de julio, de medidas urgentes para garantizar el derecho a la vivienda en Navarra. (BOE núm. 70, de 22 de marzo).

- El Pleno del TC, por Auto de 8 de abril, mantiene la suspensión del artículo 1 de la Ley 4/2013, de 1 de octubre, de la Comunidad Autónoma de Andalucía de medidas para asegurar el cumplimiento de la función social de la vivienda, por el que se da nueva redacción al artículo 1.3 de la Ley 1/2010, de 8 de marzo, reguladora d9 y de la disposición adicional primera de la mencionada Ley 4/2013. (BOE núm. 98, de 23 de abril).

- Cuestiones de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por providencia de 25 de febrero de 2014, ha admitido a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 331/2014, planteada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional, en relación con la D. A. 14ª del Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y Espacios Naturales de Canarias, aprobado por Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, en la redacción dada por la Ley Canaria 7/2009, de 6b de mayo, sobre declaración y ordenación de áreas urbanas en el litoral canario. (BOE núm. 55, de 5 de marzo).

- Proyectos normativos.

- Proyecto de Decreto del Gobierno de Aragón, por el que se regula el plan aragonés para el fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas en el periodo 2014-16 (BOA núm. 35, de 19 de febrero).

Este proyecto de decreto sigue escrupulosamente las directrices del R. D. 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento al alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbana, 2013-2016, hasta el punto de que en algunos casos efectúa una remisión expresa a los correspondientes artículos del RD. 

Persiste en las mismas carencias que el decreto estatal ya que no incluye la ayuda a la compra de vivienda protegida y tampoco soluciona los consecuentes problemas de esta decisión en los instrumentos municipales de planeamiento y gestión puesto que, eliminada la reserva de vivienda protegida en alquiler de la Comunidad Autónoma pero persistiendo la obligación de que estos instrumentos reserven un importante porcentaje de suelo con destino a vivienda protegida y supuesto que una vivienda tiene el calificativo de protegida cuando viene clasificada así por el órgano autonómico, se plantea el problema de cuál será el uso de esos suelos, cómo se calificarán en los instrumentos de gestión y en su correspondiente acceso al Registro de la Propiedad, si el órgano autonómico no califica como viviendas en algún régimen de protección a las de los particulares. También existe un régimen transitorio que de garantía a las situaciones preexistentes. En fin, siguen existiendo muchos problemas, que este proyecto de decreto no soluciona.

- Proyecto de Ley de modificación de la Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón (BOCA núm. 220, de 17 de marzo).

Como primera observación, hay que adelantar que la modificación de la LOTA obedece a la previsión que ya contenía la Ley 4/2013, de 23 de mayo, que modificó la Ley 3/2009, de 17 de junio de Urbanismo de Aragón. En concreto, la DT 18ª de la LUA disponía el carácter transitorio de los artículos 87 a 93 “en tanto no se regule la integridad del procedimiento de aprobación de los planes y proyectos de interés general de Aragón en la normativa sobre ordenación del territorio”. Por esta razón, el proyecto de modificación de la LOTA incluye en su regulación toda la normativa sobre los planes y proyectos de interés general de Aragón, porque es más propia de la ordenación del territorio que del urbanismo.

Las novedades más importantes son:

1. El nuevo régimen de los Planes y Proyectos de Interés General de Aragón.

Básicamente es la misma que la que actualmente viene recogida en la LUA y la LOTA. Sin embargo hay algunas modificaciones interesantes:

· El objeto es básicamente el mismo que ya regulaba la normativa vigente, añadiendo a la implantación de actividades industriales y de servicios de especial importancia, las actividades “energéticas”. Ya se daba por hecho la posibilidad de tramitar PIGAs para la ubicación de centros de esquí y montaña puesto que así lo dispuso la D. A. 9ª sobre ‘Criterios territoriales en los centros de esquí y de montaña’, introducida por el artículo 4 de la Ley 8/2011, de 10 de marzo, de medidas para compatibilizar los proyectos de nieve con el desarrollo sostenible de los territorios de montaña, por lo que la referencia a las actividades “de ocio de especial importancia, tales como los centros de esquí y montaña definidos en la legislación turística” no supone ninguna novedad.

· Respecto de la clasificación del suelo, el hecho de que estos planes y proyectos se ubiquen “preferentemente en suelo urbanizable no delimitado o en suelo no urbanizable genérico”, no supone ninguna diferencia respecto de la regulación anterior, porque a renglón seguido admite la posibilidad de que, justificadamente, pudieran afectar a otras clases y categorías de suelo; esto es, suelo no urbanizable de especial protección y al suelo urbano. 

· Distingue entre promotor inicial y definitivo y faculta para ser promotor a la iniciativa privada.

· Respecto del procedimiento, se distingue el procedimiento de la declaración de interés general y el de aprobación de los planes o proyectos de interés general. En este punto, destaca la centralización la tramitación y aprobación de los PIGAs, con buen criterio, en el Departamento de Ordenación del Territorio sin perjuicio de que emitan informe los departamentos sectoriales, en función del objeto del Plan o Proyecto.

· A diferencia de la regulación actualmente vigente, la proyectada admite la posibilidad de que todo tipo de PIGAs, independientemente de cual sea su objeto, puedan autorizar la edificación sin sujeción a título habilitante de naturaleza urbanística. En consecuencia, la intervención municipal queda sensiblemente reducida. 

2. La tutela del paisaje, partiendo de las amplias concepciones del Convenio Europeo del Paisaje.

Incluye un nuevo Título VI dedicado a los “Instrumentos de tutela del paisaje” (arts. 68 a 72), al tiempo que considera la integración del paisaje un criterio orientativo en los instrumentos urbanísticos. En realidad, son documentos de intenciones, porque la regulación de los mapas de paisaje es bastante escueta sin referirse a sus posibles efectos (si los hubiere) sobre los instrumentos de ordenación del territorio o urbanísticos. No es una regulación audaz.

Al incluir los mapas de paisaje elimina la referencia a los mapas de riesgos, que en la LOTA vigente (art. 46) tienen por objeto evaluar los riesgos naturales e inducidos en el territorio. Considero que se trata de un error.

3. Introducción de nuevos contenidos estratégicos en materia de coordinación, evaluación, supervisión, sensibilización, según el modelo de la Agenda Territorial de la Unión Europea 2020.

4. Ampliación de las competencias del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón. Se echa en falta la calificación de los informes o dictámenes del COTA. Que son preceptivos se deduce de su inclusión en el artículo 9.5 de la ley, pero al no decir nada de su obligatoriedad, habrá que deducir su no vinculación. Tampoco dice nada sobre los plazos de emisión ni los efectos positivos o negativos del silencio administrativo.

5. Potenciación de la coordinación y disponibilidad de todos los datos de trascendencia territorial de la Comunidad Autónoma a través de la Infraestructura de Datos Espaciales de Aragón. 

6. Fomento de la objetividad y transparencia en el reparto de los fondos de cohesión territorial.

� Este artículo atribuye al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía la competencia para “la autorización que, con carácter excepcional y por razones de utilidad pública debidamente acreditadas, se otorgue para las ocupaciones y utilizaciones del dominio público portuario que, con carácter excepcional, se destinen a uso hotelero”.


� Los apartados 2 y 3 del artículo 16 de la Ley 21/2007 dicen textualmente lo siguiente:


“2. Dentro del dominio público portuario, también podrán realizarse usos compatibles con los portuarios, tales como los culturales, deportivos, educativos, recreativos, certámenes feriales, exposiciones y otras actividades comerciales no portuarias que favorezcan el equilibrio económico y social de los puertos. Para permitir estos usos no portuarios será necesario que estén previstos en el correspondiente Plan de Usos de los Espacios Portuarios y que se ajusten al planeamiento urbanístico.


3. Entre los usos compatibles a los que se refiere el apartado anterior, el Consejo de Gobierno, excepcionalmente, podrá autorizar el uso hotelero, siempre que no se emplace en los primeros 20 metros medidos a partir del límite interior de la ribera del mar o del cantil del muelle”.


� El artículo 20.3 de la Ley 21/2007 dispone:


“… sólo podrán otorgarse concesiones o autorizaciones para los usos y actividades permitidos en el artículo 16 que sean conformes con las determinaciones establecidas en el Plan de Usos de los Espacios Portuarios. Excepcionalmente, podrán otorgarse autorizaciones para usos no previstos, siempre que no sean incompatibles con la normal actividad del puerto y su plazo de vigencia no exceda los tres meses”.


� El art. 19.2 de la ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón dispone que “el incumplimiento de los requisitos o condiciones en virtud de los cuales se concedió la licencia, en especial, en lo relativo a inspecciones o comprobaciones periódicas o a la falta de adaptación a las medidas y condiciones introducidas por normas posteriores que prevean dicha adaptación, en los plazos que en las mismas se establezcan, una vez requeridos los titulares, determinará la inmediata revocación de la licencia, previa tramitación de procedimiento con audiencia del interesado”.


� El art. 17.4 de la Ley 11/2005 dice que “el incumplimiento de los requisitos y condiciones en que fueron concedidas las licencias de funcionamiento determinará la suspensión cautelar de la actividad, que devendrá en revocación definitiva de las mismas si en el plazo máximo de tres meses, y a través del procedimiento correspondiente, el interesado no justifica el restablecimiento de los condicionamientos que justificaron su concesión”.
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